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EL ESTABLECIMIENTO DE PROCESOS DE NULIDAD ELECTORAL DE ÚNICA INSTANCIA 

EN MUNICIPIOS DE MENOR POBLACIÓN O QUE NO SEAN CAPITALES DE DEPARTAMENTO, ES 

UNA DECISIÓN DEL LEGISLADOR RAZONABLE Y PROPORCIONADA  

VIII. EXPEDIENTE D-13297 - SENTENCIA C-605/19 (diciembre 11)

M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez

1. Normas acusadas

LEY 1437 de 2011 
(enero 18) 

 Por la cual se expide el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

ARTÍCULO 151. COMPETENCIA DE LOS 
TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS EN ÚNICA 
INSTANCIA. Los Tribunales Administrativos conocerán 
de los siguientes procesos privativamente y en única 
instancia: 

1. De los de nulidad y restablecimiento del derecho que
carezcan de cuantía y en los cuales se controviertan actos
administrativos del orden departamental, distrital o
municipal.

2. De los procesos de nulidad y restablecimiento del
derecho que carezcan de cuantía, en que se controviertan
sanciones disciplinarias administrativas distintas a las que
originen retiro temporal o definitivo del servicio, impuestas
por las autoridades departamentales.

3. De los de definición de competencias administrativas
entre entidades públicas del orden departamental, distrital
o municipal o entre cualesquiera de ellas cuando estén
comprendidas en el territorio de su jurisdicción.

4. De las observaciones que formula el gobernador del
departamento acerca de la constitucionalidad y legalidad
de los acuerdos municipales, y sobre las objeciones, por
los mismos motivos, a los proyectos de ordenanzas.

5. De las observaciones que los gobernadores formulen a
los actos de los alcaldes, por razones de
inconstitucionalidad o ilegalidad.

6. De las objeciones que formulen los alcaldes a los
proyectos de acuerdos municipales o distritales, por ser
contrarios al ordenamiento jurídico superior.

7. Del recurso de insistencia previsto en la parte primera
de este Código, cuando la autoridad que profiera o deba
proferir la decisión sea del orden nacional o departamental
o del Distrito Capital de Bogotá.

8. De la nulidad y restablecimiento del derecho contra los
actos de expropiación de que tratan las leyes sobre
reforma urbana.

9. De la nulidad del acto de elección de alcaldes y
de miembros de corporaciones públicas de 
municipios con menos de setenta mil (70.000) 
habitantes que no sean capital de departamento. El 
número de habitantes se acreditará con la 
información oficial del Departamento 
Administrativo Nacional de Estadísticas –DANE–. 

La competencia por razón del territorio le corresponderá 
al tribunal con jurisdicción en el respectivo departamento. 

10. De la nulidad de los actos de elección expedidos por
las asambleas departamentales y por los concejos
municipales en municipios de setenta mil (70.000)
habitantes o más que no sean capital de departamento. El
número de habitantes se acreditará con la información
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oficial del Departamento Administrativo Nacional de 
Estadísticas –DANE–. 

La competencia por razón del territorio le corresponderá 
al tribunal con jurisdicción en el respectivo departamento. 

11. De la nulidad del acto de elección de miembros de
juntas o consejos directivos de entidades públicas del
orden departamental, distrital o municipal.

12. De los de nulidad contra el acto de elección de los
empleados públicos del orden nacional de los niveles
asesor, profesional, técnico y asistencial o el equivalente
a cualquiera de estos niveles efectuado por las
autoridades del orden nacional, los entes autónomos y las
comisiones de regulación.

La competencia por razón del territorio corresponde al 
tribunal del lugar donde el nombrado preste o deba 
prestar los servicios. 

13. De los de nulidad electoral del acto de elección de los
empleados públicos de los niveles asesor, profesional,
técnico y asistencial o el equivalente a cualquiera de estos
niveles efectuado por las autoridades del orden distrital y
departamental.

La competencia por razón del territorio corresponde al 
tribunal del lugar donde el nombrado preste o deba 
prestar los servicios. 

14. Del control inmediato de legalidad de los actos de
carácter general que sean proferidos en ejercicio de la
función administrativa durante los Estados de Excepción y
como desarrollo de los decretos legislativos que fueren
dictados por autoridades territoriales departamentales y
municipales, cuya competencia corresponderá al tribunal
del lugar donde se expidan.

ARTÍCULO 152. COMPETENCIA DE LOS 
TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS EN PRIMERA 
INSTANCIA. Los Tribunales Administrativos conocerán 
en primera instancia de los siguientes asuntos: 

1. De los de nulidad de los actos administrativos proferidos
por funcionarios u organismos del orden departamental, o
por las personas o entidades de derecho privado cuando
cumplan funciones administrativas de los citados órdenes.

2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de
carácter laboral que no provengan de un contrato de
trabajo, en los cuales se controviertan actos
administrativos de cualquier autoridad, cuando la cuantía
exceda de cincuenta (50) salarios mínimos legales
mensuales vigentes.

3. De los de nulidad y restablecimiento del derecho en que
se controviertan actos administrativos de cualquier
autoridad, cuando la cuantía exceda de trescientos (300)
salarios mínimos legales mensuales vigentes, y, sin
atención a la cuantía, de los actos que se expidan en
ejercicio del poder disciplinario asignado a los funcionarios
de la Procuraduría General de la Nación, diferentes al
Procurador General de la Nación.

4. De los que se promuevan sobre el monto, distribución
o asignación de impuestos, contribuciones y tasas
nacionales, departamentales, municipales o distritales,
cuando la cuantía sea superior a cien (100) salarios
mínimos legales mensuales vigentes.

5. De los relativos a los contratos, cualquiera que sea su
régimen, en que sea parte una entidad pública en sus
distintos órdenes o un particular en ejercicio de funciones

propias del Estado, y de los contratos celebrados por 
cualquier entidad prestadora de servicios públicos 
domiciliarios en los cuales se incluyan cláusulas 
exorbitantes, cuando la cuantía exceda de quinientos 
(500) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

6. De los de reparación directa, inclusive aquellos
provenientes de la acción u omisión de los agentes
judiciales, cuando la cuantía exceda de quinientos (500)
salarios mínimos legales mensuales vigentes.

7. De los procesos ejecutivos, cuya cuantía exceda de mil
quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales
vigentes.

8. De la nulidad del acto de elección de contralor
departamental, de los diputados a las asambleas
departamentales; de concejales del Distrito Capital de
Bogotá; de los alcaldes, personeros, contralores
municipales y miembros de corporaciones públicas de los
municipios y distritos y demás autoridades municipales
con setenta mil (70.000) o más habitantes, o que
sean capital de departamento. El número de
habitantes se acreditará con la información oficial
del Departamento Administrativo Nacional de
Estadísticas – DANE. La competencia por razón del
territorio corresponde al Tribunal con jurisdicción en el
respectivo departamento.

9. De la nulidad del acto de nombramiento de los
empleados públicos del nivel directivo o su equivalente
efectuado por autoridades del orden nacional y por las
autoridades Distritales, Departamentales o Municipales,
en municipios con más de setenta mil (70.000) habitantes
o que sean capital de departamento.

10. De los de nulidad de los actos administrativos de las
entidades territoriales y descentralizadas de carácter
departamental, distrital o municipal que deban someterse
para su validez a la aprobación de autoridad superior, o
que hayan sido dictados en virtud de delegación de
funciones hecha por la misma.

11. De la repetición que el Estado ejerza contra los
servidores o ex servidores públicos y personas privadas
que cumplan funciones públicas, incluidos los agentes
judiciales, cuando la cuantía exceda de quinientos (500)
salarios mínimos legales mensuales vigentes y cuya
competencia no estuviere asignada al Consejo de Estado
en única instancia.

12. De la nulidad contra las resoluciones de adjudicación
de baldíos.

13. De los de expropiación de que tratan las leyes
agrarias.

14. De los que se promuevan contra los actos de
expropiación por vía administrativa.

15. De la pérdida de investidura de diputados, concejales
y ediles, de conformidad con el procedimiento establecido
en la ley. En estos eventos el fallo se proferirá por la Sala
Plena del tribunal.

16. De los relativos a la protección de derechos e intereses
colectivos, reparación de daños causados a un grupo y de
cumplimiento, contra las autoridades del orden nacional o
las personas privadas que dentro de ese mismo ámbito
desempeñen funciones administrativas.

2. Decisión

Primero. Declarar EXEQUIBLE, por los cargos analizados, el numeral 9 del artículo 151 
de la Ley 1437 de 2011, “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo” 

Segundo. Declarar EXEQUIBLE, por los cargos analizados la expresión “con setenta mil 
(70.000) o más habitantes, o que sean capital de departamento. El número de habitantes 
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se acreditará con la información oficial del Departamento Administrativo Nacional de 
Estadísticas – DANE” de la Ley 1437 de 2011, “Por la cual se expide el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, contenida en el numeral 
8 del artículo 152 de la Ley 1437 de 2011, “Por la cual se expide el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”. 

3. Síntesis de la providencia

El problema jurídico que le correspondió resolver a la Corte en esta oportunidad, consistió 
en definir si las normas enunciadas en los numerales 9 del artículo 151 y 8 del artículo 152 
del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, al establecer 
la competencia de los tribunales administrativos para conocer de la acción de nulidad del 
acto de lección de alcaldes y miembros de corporaciones públicas municipales, en única y 
primera instancia, a partir del número de habitantes del municipio o de la circunstancia de 
ser capital del departamento, vulneraba los derechos a la igualdad (art. 13 C.P.), el principio 
de doble instancia (arts. 29 y 31 C.P.) y los derechos políticos a elegir y ser elegido  y a 
interponer acciones públicas en defensa de la Constitución y la ley (art. 40 C.P.). 

El análisis de la Corte partió del amplio margen de configuración de los procedimientos que 
ostenta el legislador, con fundamento en el artículo 150, numeral 2 de la Constitución, 
precepto que le confiere al Congreso de la República competencia para “Expedir códigos en 
todos los ramos de la legislación y reformas sus disposiciones”. Esa amplia potestad le 
permite al legislador desarrollar plenamente su función constitucional de modo que le 
corresponde evaluar y definir las etapas, características, términos, recursos y medios de 
defensa y contradicción que integran cada procedimiento judicial. 

De otra parte, recordó que el principio de la doble instancia, según la jurisprudencia de esta 
Corporación, no tiene un carácter absoluto, en el sentido de que necesariamente toda 
sentencia o cualquier otra providencia judicial debe ser susceptible de ser apelada o 
consultada, toda vez que por expresa autorización del constituyente, el legislador puede 
consagrar excepciones, “pero sin rebasar el límite impuesto por los principios, valores y 
derechos fundamentales constitucionales, específicamente en lo que atañe con el principio 
de igualdad. En tal virtud, so pretexto de ejercer la competencia que emana de la referida 
disposición, no le es dable al legislador al regular la procedencia de la apelación o de la 
consulta establecer tratos diferenciados que carezcan de una legitimación objetiva, en 
cuanto a los fundamentos de hecho y de derecho que los justifican, su finalidad, 
racionalidad, razonabilidad y proporcionalidad3.” 

En el caso concreto, la Corte encontró que el establecimiento de procesos de única instancia 
para la nulidad de la elección de alcaldes y miembros de corporaciones públicas de 
municipios con menos de setenta mil (70.000) habitantes que no sean capital de 
departamento, constituye una medida razonable y proporcionada, un mecanismo de defensa 
y protección efectivo, que contribuye a una decisión oportuna y rápida de las acciones de 
nulidad electoral que se instauren. No se evidencia en este caso, que se vulneren los 
derechos invocados por el demandante ni que se trate de una medida irrazonable y 
arbitraria. En todo caso, se advirtió que el ciudadano interesado en ello, puede controvertir 
mediante el recurso extraordinario de revisión las sentencias proferidas por el tribunal 
administrativo en procesos de única instancia. En consecuencia, la Corte declaró la 
exequibilidad, por los cargos analizados de los apartes demandados de los artículos 151 y 
152 del CPACA. 

3 Sentencia C-788 de 2002 




